
BOME NÚM. 4074 - MELILLA, VIERNES 2 DE ABRIL DE 2004 - PAG. 925

de la DELEGACION DEL GOBIERNO EN MELILLA
de fecha 01/09/2003 y analizados los siguientes:

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- La DELEGACION DEL GOBIERNO
EN MELILLA, previa instrucción del correspondiente
expediente, en el que se concedió trárnite de audien-
cia al interesado, en virtud de resolución de fecha 01/
09/2003 impuso a ANDRES PASCUAL MARTINEZ
la sanción de multa de sesenta euros (60,00 €), por
la realización de los hechos que se describen en el
texto de la resolución recurrida a la que se ha hecho
mención y que se da por reproducida íntegramente
en el presente trámite, entendiéndolos constitutivos
de la infracción tipificada en el artículo 26, Ietra h), de
la Ley Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre
Protección de la Seguridad Ciudadana, por desobe-
decer los mandatos de los agentes de la autoridad,
hecho que se sanciona en uso de las facultades
conferidas en el artículo 29.1 apartado d), en relación
con el artículo 28 de la misma Ley, y Disposición
Adicional Cuarta de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de
Organización y Funcionamiento de la Administra-
ción General del Estado (BOE de 15 de abril de
1997).

SEGUNDO.- El interesado, no conforme con
dicha resolución, interpone contra la misma el recur-
so de alzada objeto de la presente, alegando cuanto
cree que conviene a la defensa de su derecho.

TERCERO.- En sus alegaciones, el interesado
niega la veracidad de los hechos reflejados en la
denuncia por Io que a falta de otras pruebas pertinen-
tes, el instructor del expediente ha requerido nuevo
informe de los agentes de la autoridad que formula-
ron la denuncia, quienes se ratifican íntegramente en
el contenido de la denuncia, documento este último
que forma parte del expediente.

CUARTO.- En la tramitación del presente recurso
se han observado las prescripciones legales y regla-
mentarias.

FUNDAMENTOS JURIDICOS
PRIMERO.- El recurrente rechaza su responsabi-

lidad en la comisión de la infracción que se le imputa
pero no aporta pruebas en su descargo que hayan
sido consideradas pertinentes por el instructor del
expediente, por lo que sólo se cuenta con su propia
versión de los hechos que entra en manifiesta con-
tradicción con el relato fáctico que se recoge en la
denuncia y que ha sido ratificado, debido a su
negativa, por los mismos agentes de la autoridad que
presenciaron los hechos y formularon la denuncia.

En esa circunstancia debe tenerse presente que
en el procedimiento sancionador que regula la Ley
Orgánica 1/1992, de 21 de febrero, sobre Protección
de la Seguridad Ciudadana, es precepto básico en
orden a la determinación del hecho, tanto por lo que
se refiere a su acreditación, como por lo que atiende

a su imputación al presunto responsable, el conte-
nido del artículo 37, conforme al cual "las informa-
ciones aportadas por los agentes de la autoridad
que hubieran presenciado los hechos, previa rati-
ficación en el caso de haber sido negados por los
inculpados, constituirán base suficiente para adop-
tar la resolución que proceda, salvo prueba en
contrario y sin perjuicio de que aquellos deban
aportar al expediente todos los elementos proba-
torios disponibles".

Este precepto se fundamenta, en definitiva, en
la presunción de veracidad del contenido de los
informes y denuncias policiales, reconocido por la
jurisprudencia, cuya consecuencia procesal más
significativa es la inversión de la carga de la prueba
- de ahí la mención que se hace a la prueba en
contrario, que corresponde al imputado - pero
precisarnente por las consecuencias que sobre la
prueba de los hechos tiene la presunción legal que
el precepto establece, la propia norma previene
unas mínimas e inexcusables garantías para los
inculpados, según las cuales las informaciones
aportadas deben ser producto de una apreciación
personal y directa de los hechos exigiéndose que
los agentes de la autoridad consignen los hechos
que hubieran presenciado, sólo a los hechos
presenciados alcanza la presunción de veracidad,
y además, de ser negados por los inculpados, los
agentes han de ratificarlos expresamente.

En el presente procedimiento, al existir esa
ratificación expresa forrnulada de modo claro e
inequívoco, despejando cualquier duda sobre la
realidad de los hechos y la autoria de los mismos,
la información aportada por los agentes de la
autoridad goza de la eficacia probatoria que el
precepto la atribuye, no habiéndose lesionado por
tanto el derecho de defensa reconocido en el
artículo 24.2 de la Constitución Española.

Una vez acreditados los hechos y la autoría de
los mismos por la denuncia y posterior ratificación
de los agentes de la autoridad, sin que por el
recurrente se hayan aportado pruebas suficientes
que la desvirtúen, ninguna eficacia cabe atribuir al
resto de las alegaciones formuladas por aquel que
permitan variar el criterio de la resolución recurrida
ya que su conducta encaja en el tipo infractor
aplicado.

SEGUNDO.- La sanción ha sido interpuesta por
el órgano competente, de acuerdo con el procedi-
miento establecido y dentro de los límites previs-
tos por el legislador, atendiendo a criterios de
proporcionalidad, todo ello de conformidad con la
normativa vigente que se cita en el primero de los
antecedentes de hecho, por lo que la resolución
impugnada se ofrece como conforme a derecho,
procediendo su confirmación y la desestimación
del recurso interpuesto.


